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SUBSECRETARÍA DE ENLACE LEGISLATIVO 
Y ACUERDOS POLÍTICOS 

Oficio No. SELAP/300/973/16 
Ciudad de México, a 28 de abril de 2016 

ce. INTEGRANTES DE LA MESA DIRECTIVA DE LA CÁMARA 
DE DIPUTADOS DEL H. CONGRESO DE LA UNIÓN 
Presentes 

Por instrucciones del C. Presidente de la República y en ejercicio de la facultad que le 
confiere el artículo 71, fracción I de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, con fundamento en lo establecido en el artículo 27, fracción II de la Ley 
Orgánica de la Administración Pública Federal, se envían las siguientes Iniciativas de 
Decreto firmadas por el C. Presidente de la República, a fin de someterlas a la 
consideración de ese Órgano Legislativo. Asimismo y a efecto de dar cumplimiento a lo 
dispuesto por el artículo 18 de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad 
Hacendaria, se anexan los correspondientes Dictámenes de Impacto Presupuestario: 

• INICIATIVA DE DECRETO POR EL QUE SE ADICIONA UN ÚLTIMO 
PÁRRAFO AL ARTÍCULO 25 Y UNA FRACCIÓN AL ARTÍCULO 73 DE LA 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, EN 
MATERIA DE MEJORA REGULATORIA. 

a) Copia simple del oficio 312-A.-001633 del 27 de abril de 2016, que contiene el 
dictamen de impacto presupuestario elaborado por la Dirección General de 
Programación y Presupuesto "B" de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público; y 

b) Copia simple del oficio 353.A.-0168 del 27 de abril de 2016, suscrito por la 
Titular de la Dirección General Jurídica de Egresos de la Secretaría de Hacienda y 
Crédito Público. 

• INICIATIVA DE DECRETO POR EL QUE SE ADICIONA UNA FRACCIÓN AL 
ARTÍCULO 73 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS 
MEXICANOS, EN MATERIA DE MECANISMOS ALTERNATIVOS DE SOLUCIÓN 
DE CONTROVERSIAS. 

a) Copia simple del oficio 315-A-001049 del 25 de abril de 2016, que contiene el 
dictamen de impacto presupuestario elaborado por la Dirección General de 
Programación y Presupuesto "A" de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público; y 
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b) Copia simple del oficio 353.A.-0176 del 27 de abril de 2016, suscrito por la 
Titular de la Dirección General Jurídica de Egresos de la Secretaría de Hacienda y 
Crédito Público. 

• INICIATIVA DE DECRETO POR EL QUE SE ADICIONA UNA FRACCIÓN AL 
ARTÍCULO 73 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS 
MEXICANOS, EN MATERIA DE JUSTICIA CÍVICA E ITINERANTE. 

a) Copia simple del oficio 315-A-001047 del 26 de abril de 2016, que contiene el 
dictamen de impacto presupuestario elaborado por la Dirección General de 
Programación y Presupuesto "A" de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público; y 

b) Copia simple del oficio 353.A.-0173 del 27 de abri l de 2016, suscrito por la 
Titular de la Dirección General Jurídica de Egresos de la Secretaría de Hacienda y 
Crédito Público. 

• INICIATIVA DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMA LA FRACCIÓN XXIX-R 
DEL ARTÍCULO 73 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS 
UNIDOS MEXICANOS, EN MATERIA DE REGISTROS CIVILES. 

a) Copia simple del oficio 315A-01052 del 27 de abril de 2016, que contiene el 
dictamen de impacto presupuestario elaborado por la Dirección General de 
Programación y Presupuesto "A" de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público; y 

b) Copia simple del oficio 353.A.-0177 del 27 de abri l de 2016, suscrito por la 
Titular de la Dirección General Jurídica de Egresos de la Secretaría de Hacienda y 
Crédito Público. 

• INICIATIVA DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN Y ADICIONAN 
DIVERSAS DISPOSICIONES DEL CÓDIGO DE COMERCIO. 

a) Copia simple del oficio 312.A.-001634 del 27 de abril de 2016, que contiene el 
dictamen de impacto presupuestario elaborado por la Dirección General de 
Programación y Presupuesto "B" de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público; y 

b) Copia simple del oficio 353.A.-0170 del 27 de abri l de 2016, suscrito por la 
Titular de la Dirección General Jurídica de Egresos de la Secretaría de Hacienda y 
Crédito Público. 
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• INICIATIVA DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN Y ADICIONAN 
DIVERSAS DISPOSICIONES A LA LEY GENERAL DE SALUD. 

a) Copia simple del oficio 315-A-01053 del 27 de abril de 2016, que contiene el 
dictamen de impacto presupuestario elaborado por la Dirección General de 
Programación y Presupuesto "A" de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público; y 

b) Copia simple del oficio 353.A.-0179 del 27 de abril de 2016, suscrito por la 
Titular de la Dirección General Jurídica de Egresos de la Secretaría de Hacienda y 
Crédito Público. 

Sin otro particular, aprovecho la ocasión para reiterarles la seguridad de mi 
consideración distinguida. 

El Subsecretario 

LIC. FELIPE SOLÍS ACERO 

En ausencia del Subsecretario de Enlace 
Legislativo y Acuerdos Políticos el Titular de la 
Unidad de Enlace Legislativo en términos de lo 
dispuesto en el artículo 131 del Reglamento 
Interior de la Secretaría de Gobernación. 

C.c.p.- Lic. Miguel Ángel Osorio Chong, Secretario de Gobernación.- Para su superior cono imiento. 
Lic. Rodrigo Espeleta Aladro, Consejero Adjunto de Legislación y Estudios Norma ivos de la G 
Jurídica del Ejecutivo Federal.- Presente. Ref. Oficio número 4.0529/2016. 
Mtro. Valentín Martínez Garza, Titular de la Unidad de Enlace Legislativo.- Presente. 
Minutario 
UEL/311 
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C. PRESIDENTE DE LA MESA DIRECTIVA 
DE LA CÁMARA DE DIPUTADOS 
DEL H. CONGRESO DE LA UNIÓN 
PRESENTE 

Con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, fracción 1 y 135 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, me permito someter por su digno conducto, ante 
esa Honorable Asamblea, la presente Iniciativa de Decreto por el que se adiciona un último 
párrafo al artículo 25 y una fracción al artículo 73 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, en materia de mejora regulatoria, al tenor de la siguiente: 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

El Plan Nacional de Desarrollo 2013-2018 establece como una de las metas nacionales, 
para alcanzar un "México Próspero", garantizar la emisión de reglas claras que incentiven 
el desarrollo de un mercado interno competitivo, mediante la instrumentación de un modelo 
de mejora regulatoria integral que incluya políticas de revisión normativa, de simplificación 
y homologación nacional de trámites, así como medidas para facilitar la creación y 
escalamiento de empresas; lo anterior, fomentando el uso de herramientas electrónicas y 
consolidando la convergencia de la Federación con los otros órdenes de gobierno. 

Tales objetivos parten del reconocimiento de que en el Estado de Derecho las leyes y 
demás normas de carácter general, constituyen instrumentos que garantizan los derechos 
ciudadanos, preservan el interés público, la vida, la salud y el medio ambiente, al tiempo 
que limitan el ejercicio de las funciones de gobierno. Sin embargo, cuando en el diseño de 
las normas no se considera la perspectiva de mejora regulatoria, es posible que con su 
emisión se impongan costos sustanciales que terminen por transformarse en mayores 
precios para los consumidores, costos regresivos para las empresas, barreras regulatorias 
para el acceso a los mercados y, en general, menores niveles de productividad. 

México requiere que el sector productivo genere riqueza y empleos para sus ciudadanos 
alcanzando el nivel de competitividad e_xigido por el entorno comercial internacional. La 
única manera en que nuestras empresas lograrán ese objetivo es actuando en condiciones 
regulatorias y de gestión gubernamental similares o superiores a las de nuestros 
competidores. 

En los últimos 21 años, los países de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo 
Económico (OCDE), de los cuáles México forma parte, han venido desarrollando pol íticas 
de reforma y mejora regulatoria, que tienen como propósito garantizar que la regulación sea 
de buena calidad y congruente con su propósito. La OCDE ha sostenido que "una política 
regulatoria eficaz apoya el desarrollo económico, la consecución de objetivos sociales más 
explícitos como el bienestar social y la sustentabilidad ambiental, y fortalece el Estado de 
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Derecho. Además, ayuda a que los responsables de la formulación de políticas lleguen a 
decisiones informadas sobre qué regular, a quién regular y cómo hacerlo."1 

Así, la mejora regulatoria no sólo ofrece beneficios desde la perspectiva económica, sino 
que también constituye una política de fortalecimiento institucional y social en tanto que, de 
la misma forma que persigue la prestación efectiva de bienes y servicios, busca el diseño 
de normas claras, trámites simples, y procedimientos transparentes y predecibles como 
condición de seguridad jurídica. 

En consideración a lo anterior, el análisis y evaluación cuidadosos de los beneficios y costos 
potenciales de las leyes y demás normas generales, se convierte en nuestros días en una 
tarea central de los gobiernos democráticos, nacionales e internacionales, que buscan la 
gobernabilidad en un marco de seguridad jurídica, calidad regulatoria , transparencia, 
participación ciudadana, responsabilidad pública, rendición de cuentas y eficiencia. 

Etapas del proceso de consolidación de la política de mejora regulatoria en México 

A lo largo de los últimos 27 años, se ha avanzado decididamente en el proceso de 
consolidación de mejora regulatoria en nuestro país. Hoy es posible identificar claramente 
las distintas etapas de dicho proceso, en los términos siguientes: 

a) 1989-1994: A fines de la década de los 80 la regulación de muchas actividades y 
sectores productivos resultaba excesiva y, en algunos casos, poco aplicable al nuevo 
entorno económico en el que incursionaba México (incorporación al GATT en 1986). 
Para 1989 se encomendó a la entonces Secretaría de Comercio y Fomento Industrial, 
la revisión del marco regulatorio de la actividad económica nacional a fin de propiciar la 
libre concurrencia, el desarrollo económico y la creación de empleos, y se creó la Unidad 
de Desregulación Económica (UDE), primer antecedente de la Comisión Federal de 
Mejora Regulatoria. El citado órgano se enfocó a la desregulación de sectores 
económicos clave como el autotransporte; a la modificación de la legislación en materia 
de competencia económica, procedimiento administrativo y normalización; y a la 
eliminación de barreras a la entrada y salida de mercados de bienes y servicios. 

b) 1995-1999: A fin de afrontar la crisis económica de 1995 se implementó la mejora 
regulatoria como política pública de fomento económico en escenarios de austeridad 
presupuesta!. Así, ante el escaso financiamiento disponible para las empresas y un 
consumo interno severamente deteriorado, se diseñó un esquema sistemático de 
revisión de trámites empresariales vigentes y regulaciones propuestas, con el fin de 
facilitar el establecimiento y operación de empresas ante un escenario de economía 
abierta. Asimismo, se estableció un programa de desregulación y simpl ificación 
administrativa orientado a mejorar la eficacia de la regulación vigente y a eliminar los 

1 (OCDE. México, Hacia una perspectiva de gobierno entero paro la mejora regulatoria, OCDE, 2013, p. 25) . 
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excesos de la discrecionalidad administrativa y los trámites burocráticos que impedían 
a las empresas, especialmente a las pequeñas y medianas, concentrar sus esfuerzos 
en la producción y venta. El programa se concretó con la publicación, en el Diario Oficial 
de la Federación (DOF) del Acuerdo Presidencial para la Desregulación de la Actividad 
Empresarial (ADAE) y el 24 de noviembre de 1995 se creó el Consejo para la 
Desregulación Económica, como órgano de apoyo técnico de la UDE, integrado por 
representantes de los sectores empresarial , laboral, académico, agropecuario y 
gubernamental. Las estrategias definitorias del programa fueron las siguientes: 

1. Llevar un registro de trámites empresariales vigentes y coordinar su desregulación; 

2. Revisar y dictaminar proyectos de disposiciones normativas federales , obligando a 
su justificación legal y económica; 

3. Elaborar anteproyectos de disposiciones legislativas y administrativas para mejorar 
la calidad del marco regulatorio de manera generalizada, y 

4. Apoyar a los gobiernos estatales en sus respectivos esfuerzos en la materia. 

En 1995, todos los gobernadores de los Estados firmaron el Acuerdo para la 
Desregulación de la Actividad Empresarial y se comprometieron a instrumentar 
programas de reforma regulatoria semejantes al Federal. Por su parte, el Gobierno 
Federal se comprometió a brindar asistencia técnica a las Entidades federativas que lo 
solicitaran. 

c) 2000-2006: A fin de asegurar que la mejora regulatoria se implementara como una labor 
continua y permanente, el Ejecutivo en turno sometió ante el Congreso de la Unión una 
serie de reformas a la Ley Federal de Procedimiento Administrativo (LFPA), instrumento 
que hasta nuestros días, en el orden federal, constituye el eje normativo de la política 
de mejora regulatoria. Las reformas fueron aprobadas en marzo del 2000 y publicadas 
en el DOF el 19 de abril del mismo año. Los objetivos de tal legislación fueron los 
siguientes: 

1. Se amplió el ámbito de aplicación de la mejora regulatoria para incluir los trámites 
que realizan los ciudadanos, además de los trámites empresariales ya previstos, así 
como a nuevas materias, tales como las adquisiciones y obra pública, seguridad 
social y normas oficiales mexicanas. Las disposiciones se extendieron además a los 
organismos descentralizados respecto de sus actos de autoridad y de los servicios 
que presten de manera exclusiva. 

2. Se creó la Comisión Federal de Mejora Regulatoria (COFEMER), como un órgano 
administrativo desconcentrado de la Secretaría de Economía al que quedaron 
encomendadas las funciones de evaluar el marco regulatorio federal, diagnosticar 
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su aplicación y elaborar, para consideración del Ejecutivo Federal, proyectos de 
disposiciones legislativas, administrativas y programas para mejorar la regulación 
en actividades o sectores económicos específicos, y garantizar la transparencia en 
la elaboración y aplicación de las regulaciones logrando mayores beneficios 
respecto de sus costos. 

3. Se integró el Consejo para la Mejora Regulatoria (antes Consejo para la 
Desregulación Económica), integrado por representantes del sector público, social, 
privado y académico, con la función de recabar opiniones en materia de mejora 
regulatoria y coadyuvar en la instrumentación de este proceso. 

4. Se estableció la obligación para los titulares de las dependencias y organismos 
descentralizados de la Administración Pública Federal (APF), de designar a un 
subsecretario, o su equivalente, como responsable de la mejora regulatoria quien 
deberá presentar al menos cada dos años un programa de mejora regulatoria a la 
COFEMER. 

5. Tratándose de anteproyectos normativos elaborados por la APF, se estableció la 
obligación de presentar la Manifestación de Impacto Regulatorio (MIR) como un 
instrumento de evaluación que permite conocer las razones por las que se proponen 
proyectos de regulación, las alternativas consideradas en su diseño, los esquemas 
de aplicación previstos, las consultas llevadas a cabo, así como los costos y 
beneficios potenciales. Tanto los anteproyectos normativos como las 
manifestaciones de impacto regulatorio deberán publicarse y serán sometidos a la 
revisión de la COFEMER, al menos 30 días hábiles antes de la emisión o envío a 
firma del Titular del Ejecutivo Federal. 

6. Se estableció el Registro Federal de Trámites y Servicios (RFTS) que incluye, 
además de trámites empresariales, los que se aplican a los ciudadanos. A partir de 
la publicación del registro no puede exigirse ningún trámite que no esté inscrito y 
cualquier inscripción o modificación de un trámite debe hacerse de manera 
transparente, con el pleno conocimiento de los sectores productivos, el Consejo y 
previa opinión de la COFEMER. 

7. Se sentaron las bases para el Registro Único de Personas Acreditadas (RUPA) con 
el objetivo de que, en los trámites federales, las empresas y los ciudadanos inscritos 
en el Registro cuenten con un número válido para todas las dependencias y 
organismos federales. 

8. A través de los Programas Bienales de Mejora Regulatoria 2001-2003, 2003-2005, 
2005-2006, se sentaron las bases del Sistema de Apertura Rápida de Empresas 
(SARE), así como de la mejora de trámites de alto impacto seleccionados por el 
sector privado, el plan de acciones concretas para mejorar la competitividad en 
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sectores estratégicos, la agenda de regulaciones por crear, modificar y eliminar, así 
como un programa para reducir la carga administrativa en trámites federales 
(Moratoria Regulatoria ); y acciones regulatorias para simplificar la actividad 
económica, respectivamente. 

d) 2007-2016: En los últimos nueve años se ha avanzado sustancialmente en relación con 
el objetivo de lograr la mayor efectividad y agilidad en la aplicación de los instrumentos 
de mejora regulatoria. Como ejemplos de esta tendencia pueden citarse los siguientes: 
en 2007 se publicó el Acuerdo de Calidad Regulatoria por el que se estableció un marco 
de referencia que permite evaluar la calidad regulatoria de los anteproyectos normativos 
y se ajustó a la vigencia del ejercicio fiscal el proceso de dictaminación de las reglas de 
operación de los programas del Gobierno Federal; en el año 201 O, se adoptó un 
mecanismo para racionalizar la aplicación de la MIR de acuerdo al nivel de impacto de 
las normas evaluadas; en este periodo también se hicieron importantes esfuerzos para 
reducir los plazos de gestión de algunos procedimientos a cargo de la COFEMER (por 
ejemplo tratándose de la exención de presentación de la MIR); en marzo de 2012 se 
expidió el Acuerdo por el que se definen los efectos de los Dictámenes que emite la 
COFEMER respecto de las Normas Oficiales Mexicanas a fin de armonizar los 
procedimientos de normalización y de mejora regulatoria. 

Adicionalmente, en este periodo, tuvieron lugar importantes modificaciones en la 
metodología de evaluación y análisis de calidad y mejora regulatoria . Se introdujo el 
"Análisis de impacto en la competencia"; el Sistema de Gestión de la Calidad de la MIR, 
que permite identificar las mejores prácticas de análisis de impacto regulatorio y las 
áreas de oportunidad para cada ente regulador, y se implementó la Manifestación de 
Impacto Regulatorio ex post, que examina la pertinencia, eficacia y los impactos de las 
decisiones regulatorias e identifica los resultados de la regulación implementada, es 
decir, las razones del fracaso de la regulación, o bien, los factores que contribuyeron al 
éxito de la misma. 

Finalmente, en el marco de los objetivos nacionales de la mejora regulatoria y con el 
objetivo de alcanzar las mejores prácticas que ofrece el ámbito internacional, en 2013 
la COFEMER firmó la Agenda Común de Mejora Regulatoria para entidades federativas, 
y el 5 de enero de 2015 se publicó en el DOF el Decreto Presidencial por el que se 
establece la Estrategia Integral de Mejora Regulatoria y de Simplificación de Trámites y 
Servicios. 

Existe todavía una enorme área de oportunidad en materia de mejora regulatoria, sobre 
todo en lo que hace a la coordinación entre autoridades y especialmente entre aquéllas que 
no pertenecen a un mismo orden de gobierno. Esto es, en el contexto nacional, es necesario 
reconocer tareas aún pendientes, en adición a los retos que plantea el nuevo panorama 
constitucional , administrativo e institucional que ha venido generándose a lo largo de los 
años. 

5 
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En efecto, un estudio comprensivo de la OCDE en 2013 sobre el estado que guarda la 
mejora regulatoria en México, si bien reconoce ampliamente los logros del país en la materia 
tanto desde el punto de vista institucional como en el uso de las herramientas regulatorias, 
recomienda que el país adopte una política de "gobierno entero" y "multi-nivel" para 
asegurar la convergencia de las políticas regulatorias a nivel subnacional y perfeccionar la 
coordinación multinivel. Otras recomendaciones específicas que conviene destacar son: 
fortalecer el diseño institucional de la COFEMER, ampliar la cultura de calidad regulatoria 
en los poderes legislativos, promover las políticas para reducir los costos de la regulación 
y asegurar la eficacia de las medidas de simplificación administrativa2

. 

Es importante destacar también que el marco de aplicación de la mejora regulatoria a nivel 
federal ha sido reconocido por la OCDE. Dicho organismo ha venido evaluando las políticas 
explícitas, los mecanismos institucionales y la implementación de las herramientas de la 
mejora regulatoria como la MIR, la consulta pública y la revisión ex post en sus 34 países 
miembros y en la Unión Europea, y como resultado de dicha evaluación, el 28 de octubre 
de 2015 publicó el estudio "Panorama de Política Regulatoria 2015", en el que México se 
ubica en primer lugar en la aplicación de estos esfuerzos. A nivel desagregado, las 
herramientas que actualmente aplica la COFEMER son altamente reconocidas, ya que los 
indicadores de dicho estudio ubican la consulta pública en primer lugar, seguida de la que 
llevan a cabo los Estados Unidos de América y Canadá; la MIR destaca en segundo lugar, 
después de la que realizan el Reino Unido y la revisión ex post se ubica en tercer lugar, 
después de Australia y el Reino Unido. 

Sin embargo, debe reconocerse que si bien estos resultados son alentadores, éstos 
representan herramientas que sólo son aplicables a una parte de la APF, y no resultan 
aplicables las herramientas a todas las autoridades ni poderes en el ámbito federal , así 
como tampoco a los organismos con autonomía constitucional, ni son obligatorias para las 
entidades federativas y los municipios. 

Todo esto presenta una importante área de oportunidad para que las herramientas 
aplicadas por la COFEMER, al tener el más alto reconocimiento a nivel internacional, 
puedan ser implementadas por las autoridades de todos los órdenes de gobierno en el país. 

Tanto las buenas prácticas promovidas por la OCDE como la experiencia nacional 
acumulada durante estos 21 años, permiten identificar la necesidad de una revisión integral 
de las políticas de mejora regulatoria del Estado Mexicano. 

2 OCDE. México, Hacia una perspectiva de gobierno entero para la mejora regulatoría, OCDE, 2013 
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Justicia cotidiana 

El 27 de noviembre de 2014, encomendé al Centro de Investigación y Docencia 
Económicas (CIDE) la organización de foros de consulta con diversos sectores de la 
sociedad, para elaborar una serie de propuestas y recomendaciones sobre la justicia 
cotidiana en el país. Derivado de dichos foros se recomendó desarrollar una profunda 
política nacional de mejora regulatoria, así como llevar a cabo una instancia de diálogo 
entre los sectores público, social y privado. Esta instancia se materializó en los Diálogos 
por la Justicia Cotidiana. 

La mesa de Política en materia de justicia de los Diálogos por la Justicia Cotidiana retomó 
esa recomendación y concluyó que existe una gran complejidad normativa que impacta de 
forma negativa el derecho de acceso a la justicia de las personas: hay un gran número de 
leyes a nivel nacional, lo que crea un marco jurídico complejo y poco accesible; sólo la 
normativa federal y estatal puede consultarse fácilmente; los ordenamientos no siempre 
tienen una dirección clara o armonizada con políticas públicas; se utiliza un lenguaje técnico 
y de difícil comprensión para la mayoría de la población, entre otros. 

En ese sentido, la mesa concluyó que es necesario llevar a cabo una reforma constitucional 
para facultar al Congreso de la Unión para expedir una ley general de mejora regulatoria , 
que permita a todas las autoridades públicas del país que emiten normas generales 
compartir una metodología común de mejora regulatoria y realizar un análisis de impacto 
regulatorio de las mismas. 

Conclusiones 

En primer lugar, si bien en el marco normativo vigente se han sentado las bases para 
implementar mecanismos de cooperación entre los distintos órdenes de gobierno, la 
realidad muestra que aún no se cuenta con una estrategia efectiva de mejora regulatoria 
integral. En su lugar, y a partir de la concurrencia de atribuciones que existe en la materia, 
se nos presenta un mosaico de leyes y ordenamientos con distintos niveles de efectividad, 
que difícilmente reconoce las asimetrías económicas y sociales que se dan entre los 
distintos órdenes de gobierno, y que deja al ciudadano frente a un escenario de 
incertidumbre regulatoria y discrecionalidad por parte de los poderes públicos. 

En segundo lugar, debe reconocerse que la mejora regulatoria ha operado primordialmente 
al interior de la APF, local y municipal. Sin embargo, tal modelo normativo, en tanto que se 
enfoca en un criterio orgánico de emisión de normas, propicia que el resto de las normas 
generales, en particular aquéllas que provienen del Poder Legislativo, de los órganos 
constitucionales autónomos e incluso de otros órganos que, si bien integran la APF, no 
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ejercen funciones típicas de autoridad o presentan una organización administrativa 
completamente nueva, queden al margen de los beneficios que aporta la política de mejora 
regulatoria . 

Soporta lo anterior el hecho que diversos organismos internacionales, tales como la OCDE, 
han recomendado a México la inclusión de mecanismos y herramientas para asegurar la 
calidad de las disposiciones normativas que emanan del Congreso, toda vez que si bien 
esto ya ocurre en la APF, las disposiciones emitidas en este ámbito constituyen sólo una 
parte de la normatividad que se emite en el país. 

Debe considerarse también que la mejora regulatoria no sólo tiene como finalidad generar 
un mejor ambiente económico que propicie la competitividad nacional, sino también 
considerar la plena satisfacción a los principios de transparencia, la participación 
ciudadana, la responsabilidad pública, la rendición de cuentas, y la eficiencia de la acción 
gubernamental. 

Asimismo, el impulso a esta política permitirá contribuir a promover un mayor acceso a la 
justicia que incida en la calidad de vida de los mexicanos, el desarrollo económico y la 
consolidación del Estado de Derecho. 

En consecuencia, la iniciativa de mérito busca los siguientes objetivos: 

Primero. Adicionar un último párrafo al artículo 25 a fin de establecer la obligatoriedad para 
las autoridades de todos los órdenes de gobierno de implementar políticas públicas de 
mejora regulatoria para la simplificación de trámites, servicios y demás objetivos que 
establezca la ley general que expida el Congreso de la Unión. 

Segundo. Facultar al Congreso de la Unión para expedir una ley general en materia de 
mejora regulatoria. 

Tercero. En las disposiciones transitorias se prevé la creación de un Catálogo Nacional de 
Trámites y Servicios (CNTS). Este catálogo incluirá los trámites y servicios federales, 
estatales y municipales para que, mediante el uso de tecnologías de la información, propicie 
la certeza jurídica que debe regir en la aplicación de leyes y normas generales. Mediante 
este instrumento se busca que no se apliquen a los gobernados trámites adicionales a los 
inscritos, o se apliquen en forma distinta; lo que permitirá eliminar la discrecionalidad de los 
servidores públicos. 
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Por las razones expuestas, el Ejecutivo Federal a mi cargo, en ejercicio de la facultad que 
me confiere el artículo 71, fracción 1 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, somete a la consideración de esa Soberanía la siguiente Iniciativa de 

DECRETO POR EL QUE SE ADICIONA UN ÚLTIMO PÁRRAFO AL ARTÍCULO 25 y UNA 
FRACCIÓN AL ARTÍCULO 73 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS 
UNIDOS MEXICANOS, EN MATERIA DE MEJORA REGULATORIA 

ARTÍCULO ÚNICO.- Se ADICIONA un último párrafo al artículo 25 y la fracción XXIX-X al 
artículo 73 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, para quedar como 
sigue: 

"Artículo 25 . ... 

A fin de contribuir al cumplimiento de los objetivos señalados en los párrafos 
primero, sexto y noveno de este artículo, las autoridades de todos los órdenes de 
gobierno, en el ámbito de su competencia, deberán implementar políticas públicas 
de mejora regulatoria para la simplificación de trámites, servicios y demás objetivos 
que establezca la ley general en la materia. 

Artículo 73 . ... 

l. a XXIX-W . .. . 

XXIX-X. Para expedir la ley general que establezca los principios y bases a los que 
deberán sujetarse los órdenes de gobierno, en el ámbito de sus respectivas 
competencias, en materia de mejora regulatoria, y 

XXX . ... 

TRANSITORIOS 

PRIMERO. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el 
Diario Oficial de la Federación. 
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SEGUNDO. En un plazo que no excederá de 180 días naturales siguientes a la entrada en 
vigor del presente Decreto, el Congreso de la Unión expedirá la ley general a que se refiere 
la fracción XXIX-X del artículo 73 de esta Constitución. 

Dicha ley deberá considerar al menos, lo siguiente: 

a) Un catálogo nacional de trámites y servicios federales, locales y municipales con el 
objetivo de generar seguridad jurídica a los particulares. 

b) Establecer la obligación para las autoridades de facilitar los trámites y la obtención de 
servicios mediante el uso de las tecnologías de la información, de conformidad con su 
disponibilidad presupuestaria. 

c) La inscripción en el catálogo será obligatoria para todas las autoridades en los términos 
en que la misma disponga." 
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Hoja de firma de la Iniciativa de 
Decreto por el que se adiciona un 
último párrafo al artículo 25 y una 
fracción al artículo 73 de la 
Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, en materia de 
mejora regulatoria 

PRESIDENCIA DE LA REPÚBLICA 

Reitero a Usted la seguridad de mi atenta y distinguida consideración. 

En la Ciudad de México, a veintiocho de abril de dos mil dieciséis. 

4-YF i-. 
ENRIQUE PEÑA NIETO 

P.R 17 



~ub .ccrcrnr a de r grcsos 

' 1: P l O i 1 R l ' 
[ C:'~~ 1 i Gc'1t:1. ~P.> r.u11n~1on Pre<>uplt:S[) 13-

Oficio No. 312.A.- 001633 
Ciudad de México é!.)7 d~ril de 2016 

~ V \ \) 1 " I I< !>-... 

MTRA. JULIETA Y. FERNÁNDEZ UGALDE 
DIRECTORA GENERAL JURÍDICA DE EGRESOS 
SUBSECRETARÍA DE EGRESOS 
PRESENT E 

/0> 
" ' ~ ~.!Ji\JU.~l!: .C:tlm~ 

~~· V~~~~~~ t 

Cg -,' ~uaz ... ri ú''"A u:. :.tl· ~ . ..)<._,. , 

""= I ., l~'}R. ?J16 - ~l 
!!!REl'?t.! ;¡;: Gél•IBJ;J r::J 

Jmém: ... f.i.t ~sas /-....... ...... 
,,. . ~·..:: 

Me refiero al oficio número 353.A.1.-0020 de la Direcc~4o1General-tA···j " ta de Análisis 
Jurídico, recibido con fecha 26 de abril de 2016, mediante'el 'cuaLre~il:e el proyecto de 
"Iniciativa de Decreto por el que se adiciona un último párrafo al artículo 25 y una fracción 
al artículo 73 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos", enviado por 
la Procuraduría Fiscal de la Federación , a través del oficio núm. 529-11-
DGLCPAJ-07 4/16 del 26 de abril del año en curso, a fin de recabar el dictamen de impacto 
presupuestario correspondiente. 

Sobre el particular. de conformidad con la evaluación de impacto presupuestario elaborada 
por la Comisión Federal de Mejora Regulatoria y remitida por la Unidad de Asuntos 
Jurídicos de la Secretaría de Economía (SE), mediante oficio núm. 110.1955.2016 del 25 
de abril del año en curso; y, a los artículos 31 de la Ley Orgánica de la Administración 
Pública Federal; 18 de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria; 18 al 
20 de su Reglamento; Acuerdo por el que se emiten los Lineamientos para la elaboración, 
revisión y seguimiento de Iniciativas de Leyes y Decretos del Ejecutivo Federal. publicado 
en el Diario Oficial de la Federación CDOF) el 9 de septiembre de 2003 y su respectivo 
Acuerdo modificatorio publicado en el DOF el 14 de abril de 2005 y, 65 apartado A. 
fracción 11 y apartado B. fracción XIV y 65 A, del Reglamento Interior de la Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público, no se tiene inconveniente en que se continúen con los trámites 
conducentes para la formalización del anteproyecto antes referido, en la consideración de 
que la dependencia manifiesta lo siguiente: 

l. El anteproyecto no crea unidades administrativas y plazas, ni crea instituciones. 
Ya que tiene como propósito establecer la obligatoriedad para las autoridades 
de todos los órdenes de gobierno de implementar políticas públicas de mejora 
regulatoria para la simplificación de trámites, servicios y demás objetivos que 
establezca la ley general que expida el Congreso de la Unión. 

11. No tiene impacto presupuestario en los programas aprobados. 
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11 1. No establece destino específico de gasto público, que sean determinados en 
leyes fiscales, ya que no estima ingresos por conceptos distintos a los 
establecidos en la Ley de Ingresos de la Federación. 

IV. El anteproyecto no establece nuevas atribuciones y act ividades. 
V. No requiere la inclusión de disposiciones generales que incidan en la regulación 

en materia presupuest aria. 

Sin otro particular, hago propicia la ocasión para enviarle un cordial saludo. 

ATE N TAMENTE 
EL D I CTOR GENERAL 

\ -
ALEJANDRO SIBAJA RIOS 

C.C.P.- L.C. FERNANDO LOPEZ MORENO.- DIRECTOR GENERAL ADJU NTO DE PROGRAMACIÓN Y PRESUPUESTO 
DE DESARROLLO SOCIAL, TRABAJO, ECONOMIA Y COMUNICACION ES. SHCP.- PRESENTE 
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LIC. LUIS FERNANDO CORONA HORT A 
Director General de Legislación y Consulta 
Presupuestaria y de Asuntos Jurídicos 
Subprocuraduría Fiscal Federal de Legislación y Consulta 
Procuraduría Fiscal de la Federación 
Presente 
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Oficio No. 353.A.-0168 

Ciudad de México, a 27 de abril de 2016 

Se hace referencia al oficio No. 529-11-DGLCPAJ-074/16, mediante el cual se remitieron a esta 
Dirección General copias simples del proyecto de "Iniciativa de Decreto por el que se adiciona un 
último párrafo al artículo 25 y una fracción al artículo 73 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos" (Proyecto), así como la respectiva evaluación de impacto 
presupuestario, para efectos del dictamen correspondiente. 

Sobre el particular, con fundamento en los artículos 31 de la Ley Orgánica de la Administración 
Pública Federal; 18 de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaría; 18 a 20 de su 
Reglamento CRLFPRH); 65-A, fracciones V y X, del Reglamento Interior de la Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público, y en el Acuerdo por el que se emiten los Lineamientos para la 
elaboración. revisión y seguimiento de In iciativas de Leyes y Decretos del Ejecutivo Federal; 
publicado en el Diario Oficial de la Federación el 9 de septiembre de 2003, y su respectivo 
Acuerdo modificatorio; publicado en el Diario Oficial de la Federación el 14 de abril de 2005, para 
efectos del dictamen de impacto presupuestario al que aluden las disposiciones antes citadas, se 
informa lo siguiente: 

1) Esta Dirección General, con base en lo dispuesto en el artículo 20 del RLFPRH, y tomando 
en consideración lo manifestado en la evaluación de impacto presupuestario mencionada 
en el proemio del presente, no t iene observaciones en el ámbito jurídico presupuestario 
sobre las disposiciones contenidas en el Proyecto. 

2) Se anexa copia del oficio No. 312.A.-001633, emitido por la Dirección General de 
Programación y Presupuesto "B" de esta Subsecretaría de Egresos. 

Lo ant erior. se hace de su conocimiento para dar cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 20, 
penúltimo párrafo del RLFPRH, mismo que señala. que la evaluación de impacto presupuestario y 
su respectivo dictamen se anexarán a las iniciativas de leyes o decretos que se presenten al H. 
Congreso de la Unión o. en su caso, a los reglamentos. decretos, acuerdos y demás 
ordenamient os que se sometan a firma del Presidente de la República. 
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La presente opinión se emite sobre la versión del Proyec~o recibida, por lo que no prejuzga 
respecto de las modificaciones que, en su caso, se realicen a la misma. 

Sin otro particular, le envío un cordial saludo. 

ATENTAMENTE 
LA CTORA GENERAL 

RA.~~~ALDE 

Ce p.· Aci AkJIAdto Sib.IJa Rios - DRC1or Gc-ncnal de Pr~nucion y Prnupursto ··a· Prtume 
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